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JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE LA CIUDADANÍA.
EXPEDIENTE: TEEA-JDC-111/2021.
ACTORA: MERCEDES VARGAS RODRÍGUEZ.
AUTORIDADES RESPONSABLES: INTEGRANTES DEL AYUNTAMIENTO DE TEPEZALÁ, AGUASCALIENTES.
MAGISTRADA PONENTE: LAURA HORTENSIA LLAMAS HERNÁNDEZ.
SECRETARIO DE ESTUDIO[footnoteRef:1]: EDGAR ALEJANDRO LÓPEZ DÁVILA. [1:  Encargado de despacho de la secretaría de estudio de la ponencia II.] 


Aguascalientes, Aguascalientes, a 23 de abril de 2021.

Sentencia que acredita la existencia de la omisión relativa a dar respuesta a las solicitudes que presentó la promovente; porque este Tribunal considera que si bien es cierto que la autoridad responsable refiere que ya emitió las respuestas, las cuales acompañó a su informe circunstanciado, también es que de tales constancias no se advierte que se hayan notificado de forma personal a la actora y, por ende, es posible comprobar una afectación a su derecho de petición. 
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[bookmark: _Toc70079689]Glosario
	Actora:
Responsables:
	Mercedes Vargas Rodríguez.
Juan Bernardino Torres Ibarra, Presidente Municipal; Judith Guadalupe Silva Rodríguez, Secretaria; Guillermo López Ovalle, Tesorero y; José Luis Macías Serrano, Contralor, todos del Ayuntamiento de Tepezalá. 

	Tribunal:
	Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes.

	Oficios de petición:
	Oficios número 050/2021, 051/2021 y 052/2021.

	Código Electoral:
	Código Electoral del Estado de Aguascalientes.

	Sala Superior:
	Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	Sala Monterrey:
	Sala Regional Monterrey perteneciente a la segunda circunscripción del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

	SCJN:
	Suprema Corte de Justicia de la Nación. 






I. [bookmark: _Toc70079690]Antecedentes del caso[footnoteRef:2] [2:  Todas las fechas corresponden al 2021, salvo precisión en contrario.] 


1. Designación del cargo de regidora y toma de protesta.  El 9 de junio de 2019, fue designada por el Consejo General del Instituto local como regidora del Ayuntamiento de Tepezalá, Aguascalientes. El 12 de octubre de 2019, el Ayuntamiento de Tepezalá le tomó protesta como regidora de dicho municipio. 

2. Presentación de oficios de petición. El 12 de abril, la actora presentó tres oficios (050/2021, 051/2021 y 052/2021) dirigidos a las siguientes personas: i) Guillermo López Ovalle, Tesorero, ii) Luis Macías Serrano, Contralor y iii) Judith Guadalupe Silva Rodríguez, Secretaria del Ayuntamiento; todas con copia al presidente municipal, en las que esencialmente solicitó que se le brinde información relativa a temas de administración de la Hacienda Pública del municipio.

3. Juicio ciudadano. El 16 de abril, la promovente en su carácter de regidora del Ayuntamiento de Tepezalá, presentó un juicio ciudadano en contra de diversas autoridades del Cabildo del referido municipio, al no dar contestación a los oficios de petición señalados en el punto anterior, pues refiere que tal omisión violenta su derecho a ser votada, en su vertiente de ejercicio del cargo. 

4. Turno, radicación, admisión y cierre de instrucción. El 22 de abril, se recibió el referido juicio ciudadano, el cual fue turnado a la Ponencia de la Magistrada Laura Hortensia Llamas Hernández, quien en su oportunidad lo radicó, admitió y al no existir trámites pendientes por realizar, ordenó el cierre de instrucción.

II. [bookmark: _Toc70079691]Competencia 

[bookmark: _4d34og8]Este Tribunal es competente para conocer y resolver el presente asunto por tratarse de un juicio promovido por una ciudadana en su carácter de regidora, en contra de la omisión de diversos integrantes del ayuntamiento, de dar respuesta a sus oficios de petición y, por ello, refiere que se vulneró su derecho político-electoral a ser votada en su vertiente de ejercicio del cargo. Esto, de conformidad con los artículos 1°, 2°, 9° y 10, fracción, IV, 12 y 13 de los Lineamientos y 9° del Reglamento Interior.

III. [bookmark: _Toc70079692]Procedencia 

El juicio ciudadano cumple con los requisitos de procedencia previstos en los artículos 302, párrafo primero y 307 del Código Electoral, en relación con los diversos 1°, 2°, 10 y 11 de los Lineamientos.

1. Forma. La demanda cumple el presente requisito porque: a) fue presentada por escrito ante la autoridad responsable; b) en ella se hace constar el nombre de la recurrente, c) se identifica el acto impugnado y; d) se enuncian los hechos y agravios en los que basa su impugnación, así como los preceptos presuntamente violados. 

2. Oportunidad. La promovente cuestiona una omisión atribuida al tesorero y a distintas autoridades del Cabildo, por ello, al tratarse de una omisión -de tracto sucesivo- se cumple con tal requisito.[footnoteRef:3] [3:  Jurisprudencia 15/2011 de rubro: PLAZO PARA PRESENTAR UN MEDIO DE IMPUGNACIÓN, TRATÁNDOSE DE OMISIONES. Disponible para su consulta en la URL: https://www.te.gob.mx/IUSEapp/tesisjur.aspx?idtesis=15/2011&tpoBusqueda=S&sWord=15/2011 ] 


3. Legitimación y personería. El juicio ciudadano fue promovido por una ciudadana, en su carácter de regidora del Ayuntamiento de Tepezalá, Aguascalientes, calidad que acredita con la constancia de asignación de regidurías emitida por el Instituto local. 

4. Interés jurídico. Se cumple con tal requisito, porque la actora en su calidad de regidora, señala que diversos integrantes del Cabildo han sido omisos en responder sus solicitudes de información y ello implica una vulneración a su derecho político-electoral de ser votada, en su vertiente de ejercicio del cargo. 

5. Definitividad. También se cumple este requisito, porque la ley electoral no prevé el agotamiento de alguna instancia previa al juicio ciudadano, que pudiera revocar, modificar o confirmar, la resolución que ahora se controvierte.

[bookmark: _2s8eyo1][bookmark: _Toc70079693]IV. Estudio de fondo

[bookmark: _17dp8vu][bookmark: _Toc70079694]Apartado preliminar. Definición de la materia de la controversia 

a. Omisión impugnada. La actora presentó distintas solicitudes de información dirigidas al Tesorero, Contralor y Secretaria; todos del Cabildo del Municipio de Tepezalá, sin que a la fecha tales autoridades hayan emitido respuesta alguna sobre las referidas peticiones.  

b. Pretensión y planteamientos. La promovente pretende que se acredite la omisión alegada y, en consecuencia, este Tribunal le ordene a la autoridad responsable que emita una respuesta en la cual se pronuncie de sus solicitudes. Para lograr esto, plantea básicamente lo siguiente:

· [bookmark: _Hlk70069965]La autoridad responsable vulneró su derecho de petición, porque a pesar de que formuló una solicitud por escrito dirigido ante distintas autoridades del Cabildo, a la fecha no se ha emitido respuesta al respecto. 
· También afectó su derecho al ejercicio pleno del cargo, ya que el hecho de que omitiera proporcionar la información requerida, le genera una afectación a sus facultades y atribuciones como integrante del Cabildo.  

c. Cuestión a resolver. Este Tribunal considera que la materia de la presente controversia consiste en definir ¿si la autoridad responsable tiene el deber de generar una respuesta en atención a la solicitud de la promovente y, a su vez, notificarle tal contestación de forma personal? 

[bookmark: _3rdcrjn][bookmark: _Toc70079695]Apartado I. Decisión 

[bookmark: _26in1rg][bookmark: _Hlk70070069]Este Tribunal estima que debe acreditarse la omisión reclamada, porque tal y como lo refiere la recurrente, la forma de garantizar el derecho de petición exige que la autoridad responsable emita una respuesta en breve término, que sea congruente con la petición y, a su vez, que se notifique de forma personal. Esto, a fin de garantizar el ejercicio pleno de un cargo de elección popular.  

[bookmark: _Toc70079696]Apartado II. Desarrollo y justificación de la decisión

1.1. Marco normativo del derecho de petición

El artículo 8°, de la Constitución Federal[footnoteRef:4] establece que a toda petición formulada por escrito y de manera respetuosa, deberá recaer un acuerdo de la autoridad a quien se haya dirigido, quien tiene la obligación de hacerlo de su conocimiento en breve término. Asimismo, señala que tal disposición deberá respetarse por todas las personas funcionarias y empleadas del sector público. [4:  Artículo 8°. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República. A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario.] 


Por su parte, la SCJN[footnoteRef:5] sostuvo que los elementos que conforman este derecho son los siguientes:  [5:  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, marzo de 2011 (dos mil once), página 2167. Registro Digital: 162303.] 


a) La petición: debe formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a una autoridad y recabarse la constancia de que fue entregada; además de proporcionar el domicilio para recibir la respuesta y;
b) La respuesta: la autoridad debe emitirla en breve término, entendiéndose por éste el que razonablemente se requiera para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser congruente con la petición y debe ser notificada en forma personal al peticionario.
En congruencia, la Sala Superior ha establecido que para satisfacer totalmente este derecho, los órganos jurisdiccionales -al realizar el estudio de la respuesta generada- deben salvaguardar el debido proceso, la seguridad jurídica y la certeza de quien lo solicite, para asegurarse de que tal contestación es congruente a la solicitud que se realizó.[footnoteRef:6] [6:  Tesis II/2016, de rubro: DERECHO DE PETICIÓN. ELEMENTOS QUE DEBE CONSIDERAR EL JUZGADOR [JUZGADORA] PARA TENERLO COLMADO. ] 

Asimismo, sostuvo que la misma petición delimita el ámbito de la respuesta, ya que, para que cumpla plenamente tal derecho debe contar con los requisitos mínimos siguientes: i) la recepción y tramitación de la petición, ii) la evaluación material conforme a la naturaleza de lo pedido, iii) el pronunciamiento de la autoridad, por escrito, que resuelva el asunto de fondo de manera efectiva, clara, precisa y congruente con lo solicitado, salvaguardando el debido proceso, la seguridad jurídica y certeza de la persona que lo solicita y iv) su comunicación al interesado o interesada.[footnoteRef:7] [7:  Tesis XV/2016 de rubro: DERECHO DE PETICIÓN. ELEMENTOS PARA SU PLENO EJERCICIO Y EFECTIVA MATERIALIZACIÓN] 

De lo anterior se concluye que a fin de que se encuentre colmado el derecho de petición, no basta con la sola emisión de la respuesta de la autoridad, sino que es necesario que esta sea congruente con lo solicitado y exista constancia de que demuestra la notificación a la o el peticionario. 
Así que la falta de algún elemento actualizaría una vulneración al derecho de petición y se tendría como un acto negativo de la autoridad (omisión), que podría afectar la esfera de derechos de quien hubiera hecho la solicitud, incluyendo sus derechos político-electorales.
1.2. Marco normativo sobre el conjunto de derechos político-electorales de la ciudadanía
El juicio ciudadano es un recurso efectivo que tiene como fin la protección de derechos de carácter político-electorales, así como todos aquellos derechos fundamentales que se encuentran estrechamente relacionados con estos. Así que tal medio de impugnación tiene como propósito principal la restitución a las y los ciudadanos en el uso y goce de sus derechos, mediante una protección legal, constitucional o, en su caso, convencional. Estar prerrogativas principalmente consisten en: 

1) El derecho a poder votar en las elecciones populares.
2) Ser votado para todos los cargos de elección popular.
3) Asociarse de forma libre y pacífica y poder para poder participar en los asuntos políticos.
4) Afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos.
5) Integrar autoridades electorales en las entidades federativas.
6) Ejercer mecanismos de democracia directa tales como la iniciativa ciudadana, plebiscito y referéndum.
Asimismo, como se adelantó, los referidos derechos político-electorales tienen una relación directa con otros derechos fundamentales que permiten garantizar de forma efectiva e integral el reconocimiento de los referidos derechos. Por ejemplo: 
· Petición
· Información
· Reunión 
· Libertad de expresión y difusión de ideas 
De esta manera, es posible identificar que ante la presencia de un acto u omisión de una autoridad o de un particular, es posible promover el juicio ciudadano para que, en su caso, se logre la restitución de los derechos fundamentales que hayan sido vulnerados[footnoteRef:8]. [8:  Jurisprudencia 36/2002 JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO. PROCEDE CUANDO SE ADUZCAN VIOLACIONES A DIVERSOS DERECHOS FUNDAMENTALES VINCULADOS CON LOS DERECHOS DE VOTAR, SER VOTADO, DE ASOCIACIÓN Y DE AFILIACIÓN.-] 


Por lo anterior, se concluye que el derecho de petición constituye una prerrogativa esencial que se encuentra vinculada de forma directa con los derechos político-electorales de la ciudadanía más comunes, con el propósito de garantizar el desarrollo pleno de tales derechos. 
 
Caso concreto

El 12 de abril, la promovente en su carácter de regidora municipal de Tepezalá, presentó tres oficios dirigidos a diversos integrantes de dicho Ayuntamiento, en los que esencialmente les solicitó que le proporcionaran información relacionada con temas relacionados a la administración del Cabildo. 

Sin embargo, señala que a la fecha no se le ha proporcionado la información que requirió y que tal omisión le genera una vulneración a su derecho de ser votada, en su vertiente de ejercicio del cargo y, por ello, promovió el presente juicio ciudadano. 

Por su parte, las autoridades señaladas como responsables al remitir su informe circunstanciado acompañaron una serie de oficios en los cuales afirman que se les dio respuesta a las solicitudes de la promovente. 

No obstante, en el referido informe solicita que el presente juicio se sobresea, en atención a que remitió a este órgano jurisdiccional las supuestas contestaciones, sin que se advierta alguna cedula de notificación en la cual demuestre que se le dio a conocer de forma personal las respuestas en cuestión, en favor de la recurrente. 

En consecuencia, dichas autoridades solicitan que este Tribunal notifique tal información a la promovente a través de la presente resolución, con el propósito de cumplir con el deber de la autoridad responsable. 

Valoración

Al respecto, este Tribunal considera que le asiste la razón a la promovente en cuanto a que las autoridades responsables han incumplido la obligación de generar una respuesta, ya si bien es cierto que tales autoridades remitieron las contestaciones a través de su informe circunstanciado, también es que de tales constancias no se advierte que los oficios le hayan sido notificados de forma personal a la actora y, por ende, es posible comprobar una afectación a su derecho de petición. 

Lo anterior es así, porque de las constancias que existen en el expediente, así como del informe circunstanciado que presentó la responsable, no se demuestra que a la fecha se le hayan dado a conocer las respuestas de forma personal, lo cual genera el incumplimiento a uno de los elementos que deben observarse por las autoridades al emitir respuestas en atención a las solicitudes, esto es, el deber de notificarlas de forma personal. Ello, a pesar de que tal solicitud se presentó ante distintas autoridades que integran el Cabildo. 

Asimismo, de las referidas constancias es posible concluir que la petición de la promovente cumplió con los requisitos relativos a que se presentara de forma pacífica, respetuosa, dirigida ante una autoridad en específico y, a su vez, se advierte que fue recibida por las autoridades cuestionadas. 

Por ello, la responsable tenía la obligación de emitir una respuesta en breve término, (considerando la materia de la presente consulta) que fuera congruente con la petición formulada y notificar de forma personal dicha contestación, con el propósito de garantizar el ejercicio pleno del derecho de petición. Lo anterior, sin que exista obligación para la autoridad solicitada resuelva en un sentido en específico. 

[bookmark: _Hlk70070322]Este órgano jurisdiccional estima necesario precisar que de acuerdo a las constancias que existen en el expediente, el plazo en el cual la actora promovió el presente juicio ciudadano en contra de la omisión de la responsable de generar una respuesta a su solicitud, se advierte que fue de apenas cuatro días, lo cual, a criterio de este Tribunal, es un plazo corto para exigir el cumplimiento de las mismas. No obstante, el hecho de que la autoridad responsable las hayas anexado mediante su informe circunstanciado implica la necesidad de que le sean notificada de forma personal. 

Así, se considera que a pesar de que las autoridades señaladas como responsables solicitaron que este Tribunal realizara la notificación de los oficios de respuesta, con el propósito de cumplir con la omisión reclamada, no es viable atender la solicitud, porque el deber de dar a conocer el contenido de las respuestas corresponde a las autoridades a las cuales se les solicitó tal información, y no a esta autoridad jurisdiccional, a quien únicamente le corresponde pronunciarse sobre el cumplimiento o no, del derecho de petición. 

Es decir, que las autoridades en cuestión tienen el deber de notificar los oficios a la promovente con el propósito de cumplir de forma efectiva con el derecho de petición, pues tal y como se precisó en el marco normativo, en caso de incumplir alguno de los elementos que conforman el derecho de petición, no es posible tener por cumplido tal reconocimiento de forma plena. 

Es necesario precisar, que si bien es cierto que lo ordinario es que la contestación se notifique de forma personal, también es que el hecho de que actualmente el país atraviese por una contingencia sanitaria ocasionada por COVID-19, existe la posibilidad de establecer mecanismos electrónicos para llevar a cabo la notificación de forma efectiva, como lo es, el correo electrónico. Ello, con el propósito de salvaguardar la salud de las partes involucradas. 

Sin embargo, para cumplir con lo anterior, y en caso de que se opte por el referido mecanismo, la autoridad responsable tiene la obligación de tener plena certeza que la parte interesada sea notificada, a través del acuse de recibo respectivo. Esto tiene como finalidad garantizar los principios de certeza y seguridad jurídica previstos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal[footnoteRef:9].  [9:  Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.] 


[bookmark: _Hlk70070437]Por lo expuesto, este órgano jurisdiccional considera existente de la omisión impugnada y, por tanto, resulta necesario ordenar a las autoridades señalas como responsables que notifiquen de forma personal las respuestas que, en su caso, hayan generado, con el propósito de garantizar el ejercicio del derecho de petición. 


Efectos:

En atención a que en la presente sentencia, se declaró fundado el agravio relativo a la omisión de las autoridades del Cabildo (Tesorero, Contralor y Secretaria del Ayuntamiento) de hacer del conocimiento de la promovente la información requerida en sus escritos de petición, lo procedente es: a) ordenarles que notifiquen las respuestas correspondientes a la actora, b) en un plazo de 48 horas a partir de la notificación de la presente resolución. Ello sin que exista obligación para las autoridades solicitadas de resolver en un sentido en específico. 

Concluido lo anterior, deberá informar a este Tribunal el cumplimiento generado y, a su vez, remitir las constancias que lo acrediten. Ello deberá ser atendido en un primer momento a través de la cuenta de correo cumplimientos@teeags.mx; posteriormente, por la vía más rápida, acompañar la documentación en original o bien, copia certificada
[bookmark: _Toc70079697]Resuelve:

Primero. Se acredita la omisión impugnada.

Segundo. Se ordena a las autoridades responsables que notifiquen de forma personal las respuestas emitidas en atención a las solicitudes de la actora.

Notifíquese conforme a Derecho. 

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, las Magistradas y el Magistrado del Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes, ante el Secretario General de Acuerdos que autoriza y da fe.

	MAGISTRADA PRESIDENTA

CLAUDIA ELOISA DÍAZ DE LEÓN GONZÁLEZ 



	MAGISTRADA

LAURA HORTENSIA 
LLAMAS HERNÁNDEZ
	MAGISTRADO

HÉCTOR SALVADOR HERNÁNDEZ GALLEGOS

	

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS 

JESÚS OCIEL BAENA SAUCEDO






image1.png
TRIBUNAL ELECTORAL
DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES




